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I. ASUNTO 

 

El despacho decide las solicitudes presentadas por varios 

coadyuvantes en el presente asunto. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Mediante providencia del 6 de septiembre de 2018 este Despacho 

profirió auto interlocutorio en el que ordena a la Comisión Nacional del 

Servicio Civil, como medida cautelar, suspender provisionalmente la 

actuación administrativa que se encuentra adelantando con ocasión del 

concurso de méritos abierto de las siguientes entidades: UAE 

Contaduría General de la Nación, Agencia Nacional del Espectro, 

Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de Salud y Protección 

Social, Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, UAE del 

Servicio Público del Empleo, Ministerio del Interior, Fondo Nacional de 

Estupefacientes, Instituto Nacional de Salud, Unidad Administrativa 

Especial Agencia del Inspector General de Tributos, Rentas y 

Contribuciones Parafiscales - ITRC, Ministerio de Comercio Industria y 

Turismo e Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 

Alimentos – INVIMA, que hacen parte de la Convocatoria 428 de 2016 



(Acuerdos 20161000001296 del 29 de julio de 2016 y 20171000000086 

del 1.° de junio de 2017), hasta que se profiera sentencia.  

 

III. SOLICITUDES DE ADICIÓN, ACLARACIÓN O CORRECCIÓN 

 

1. La Dirección Nacional de Derecho de Autor —DNDA,1 el Fondo 
de Previsión Social del Congreso de la República,2 los señores: 
Raúl Fernando Rueda Castillo, Myriam Janeth Perdomo 
Castellanos, Nubia Esperanza Morales Díaz, Ana Larissa Niño 
Collantes, Sebastián Salazar Salazar, Luís Enrique Cortés Callejas, 
Juan Carlos Alvarado Robayo, Martha Stella López, Jimmy 
Leonardo Caballero Herrera, Fernando Duque Echeverry, Jairo 
Vargas Rodríguez, Diego Alberto Viracacha Ávila;3 y Álvaro 
Alexander Mossos Jiménez, Camilo Andrés Triana Estepa, Sandra 
Jineth Villegas Pérez, Mauricio Molina Valdés, Gloria Matilde Parga 
Cerón, Angélica María Bohorquez Romero, Ruth Adriana Navas 
Contreras, Oscar Javier Mora Cano, Angelina Toloza Pabón, 
Hernán David Iguarán Daza y Yenny Patricia Rengifo:4 Solicitaron 
que se aclare o adicione la suspensión provisional decretada, en el 
sentido de indicar que si dicha medida se extiende al Ministerio de 
Trabajo, Fondo de Previsión Social del Congreso de la República, 
Unidad Administrativa Especial Junta Central de Contadores, DNDA e 
Instituto de Planificación y Promoción de Soluciones Energéticas para 
las Zonas no Interconectadas —IPSE; por cuanto estas entidades se 
encuentran en los mismos supuestos fácticos y jurídicos que los 
indicados en el auto de suspensión provisional, so pena de violar el 
derecho a la igualdad. 
 
2. Ministerio de Justicia y del Derecho,5 Instituto Nacional de 
Vigilancia de Medicamentos y Alimentos —INVIMA,6 Ministerio de 
Salud y de Protección Social7 y Unidad Administrativa Especial 
Agencia del Inspector General de Tributos, Rentas y 
Contribuciones Parafiscales – ITRC:8 Requirieron aclarar el auto de 
suspensión provisional, en el sentido de indicar si dicha orden se 
extiende a las actuaciones administrativas a cargo de las entidades 
convocadas en el concurso de méritos que hacen parte de la 
convocatoria 428 de 2016. Asimismo, se indique a partir de qué fecha 
se entendería suspendido el concurso. 
 
3. Pedro Guillermo Roa Pinzón9 y Estefanía del Pilar Arévalo 
Perdomo:10 Pidieron se aclare el alcance de la medida cautelar y se 

                                                           
1 Folios 156 a 158 del cuaderno de medidas cautelares. 
2 Folios 228 a 231 ibidem. 
3 Folios 174 a 203 ibidem. 
4 Folios 406 a 414 ibidem. 
5 Folios 207 a 208 ibidem. 
6 Folio 369 ibidem. 
7 Folios 391 a 393 ibidem. 
8 Folio 530 ibidem. 
9 Folios 355 a 359 ibidem. 
10 Folio 424 ibidem. 



reitere que la suspensión provisional solo predica a las acciones de la 
CNSC y no frente a los nombramientos que se deben efectuar con las 
listas de elegibles que ya se encuentran en firme. 
 
4. Jorge Alexander Barrero López: solicitó que se deje sin efectos el 
auto del 6 de septiembre de 2018 pues dicha providencia tiene una 
contradicción entre lo considerado y lo decidido, ya que se expuso 
como único fundamento de la medida que no se evidencia la violación 
del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, sin embargo decreta la 
suspensión provisional. Asimismo, pidió que se aclare el sentido y 
alcance de la decisión, en la medida que ya existe lista de elegibles y 
por ende, no hay actuaciones de la CNSC.11 
 

IV. SOLICITUD DE MODIFICACIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR 

 

La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado12 solicitó 

modificación de la medida cautelar, en el sentido que se suspenda 

todos los actos administrativos que se hubieran emitido en virtud de los 

acuerdos demandados, incluidos aquellos de contenido particular por 

medio de los cuales se conformaron las listas de elegibles. 

 

V. CONSIDERACIONES 

 

El consejero ponente es competente para conocer del presente asunto, 

según lo previsto en los artículos 125 y 239 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo —

CPACA, 285 y 286 del Código General del Proceso —CGP. 

 

1. Cuestiones Previas 

 

- Reconocimiento de coadyuvantes 

 

Antes de resolver todas las solicitudes presentadas, es necesario 

advertir que en el expediente obran múltiples peticiones de 

reconocimiento de coadyuvantes, como se relacionan a continuación: 

 

De la parte demandante: de folios 156 a 158, 174 a 203, 228 a 231, 

391 a 393, 406 a 414 y 561 a 566 del cuaderno de medidas cautelares, 

obran solicitudes de: la Dirección Nacional de Derecho de Autor —

DNDA, Raúl Fernando Rueda Castillo, Myriam Janeth Perdomo 

Castellanos, Nubia Esperanza Morales Díaz, Ana Larissa Niño 

Collantes, Sebastián Salazar Salazar, Luís Enrique Cortés Callejas, 

                                                           
11 Folios 375 a 379 ibidem. 
12 Folios 561 a 566 ibidem. 



Juan Carlos Alvarado Robayo, Martha Stella López, Jimmy Leonardo 

Caballero Herrera, Fernando Duque Echeverry, Jairo Vargas 

Rodríguez, Diego Alberto Viracacha Ávila, Fondo de Previsión Social 

del Congreso de la República, Ministerio de Salud y Protección Social, 

Álvaro Alexander Mossos Jiménez, Camilo Andrés Triana Estepa, 

Sandra Jineth Villegas Pérez, Mauricio Molina Valdés, Gloria Matilde 

Parga Cerón, Angélica María Bohorquez Romero, Ruth Adriana Navas 

Contreras, Oscar Javier Mora Cano, Angelina Toloza Pabón, Hernán 

David Iguarán Daza y Yenny Patricia Rengifo y la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado. 

 

De la parte demandada: de folios 161, 207 a 208, 235 a 307, 334 a 

343, 349 a 353, 369, 415 a 420, 424, 428 a 438, 454 a 494, 519 a 521 

y 530 del cuaderno de medidas cautelares, obran solicitudes de: Pedro 

Guillermo Roa Pinzón, Ministerio de Justicia y del Derecho, Ángela 

Lucila Barrios Díaz, Martha Soledad Díaz Ocampo, Guillermo Alfonso 

Maldonado Sierra, Jorge Enrique Durán Sánchez, María Olga Arévalo 

Reina, Saúl Fernando Páez Páez, Bibiana Marcela Castellanos 

González, Luís Alfonso Pintor Ospina, Jorge Alexander Barrero López, 

Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos —

INVIMA,13 Estefanía del Pilar Arévalo Perdomo, Katherine Majey 

Matallana, José David Benavides Ospina, Leonor Cristina Cañón Uribe, 

Pedro Enrique Ducuara Mora, Fernando López Díaz, Yenny Zulima 

Vásquez Alejo, Claudia Becerra Ríos, Marisol Cuellar Campos, Leonel 

David Osorio Mendoza, Graciela Alvarado Wilches, Karla Mabel 

Cárdenas Lizarazo, Sonia Gabriela Romero Camacho, Sandra Misnaza 

Castrillón, María Nathalia Muñoz, Luís Carlos Gómez Ortega, Luís 

Hernando Nieto Enciso, Karol Patricia Cotes, Miguel Acosta 

Montenegro, María Angélica Salinas, Yuly Andrea Gamboa, Juan 

Rubiano Fernández, Yenny Milena Quiroga Castro, Jenny Carolina 

Peralta, Greace Alejandra Ávila, Daniela Salas Botero, Claudia Clavijo, 

Diana Marcela Walteros, Sonia Rocío Castillo Vargas, Diana Díaz 

Jiménez, Gina Vargas, Alexander Mestre, Franky Alexy Ortiz Peña, 

Liliana Socha, Paola Moreno Escrucería, Sandra Patricia Osorio Abello, 

Vivian Andrea Gracia, Fredy Alexander Revelo Barragán, Diana 

Marcela Barahona Coronado, Gladys Alexandra Jácome Ferreira, 

Marcelo Nieto Ramírez, Wilson René Riaño Niño y Unidad 

                                                           
13 El escrito fue presentado por el Director General del INVIMA Javier Humberto Guzmán Cruz, calidad que se 
comprueba en la página web del INVIMA https://www.invima.gov.co/nuestra-entidad/directorio/direccion-
general.html (fecha de consulta 26/09/2018); y con el decreto de nombramiento el cual se encuentra publicado en la 
página web de la Presidencia de la República, link normativa, decretos, abril de 2016, decreto 703 del 27 de abril de 
2016,  http://es.presidencia.gov.co/normativa/decretos-2016/decretos-abril-2016 (fecha de consulta 26/09/2018). 

https://www.invima.gov.co/nuestra-entidad/directorio/direccion-general.html
https://www.invima.gov.co/nuestra-entidad/directorio/direccion-general.html
http://es.presidencia.gov.co/normativa/decretos-2016/decretos-abril-2016


Administrativa Especial Agencia del Inspector General de Tributos, 

Rentas y Contribuciones Parafiscales – ITRC.14  

 

En consecuencia, se les reconocerá la calidad respectiva, por cuanto 

se cumplen los requisitos consagrados en el artículo 223 del CPACA.15 

 

- Solicitud de nulidad  

 
El señor Jorge Alexander Barrero López solicitó la nulidad de todo lo 
actuado, por medio de escrito presentado el 12 de septiembre de 
2018.16  
 

De acuerdo al ordinal 1.° del artículo 209 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – CPACA – las 

nulidades del proceso deben tramitarse como incidente.  

 

En consecuencia, conforme al ordinal 2.° del artículo 210 de la Ley 

1437 de 2011 y en armonía con el inciso 3.° del artículo 129 del Código 

General del Proceso, se corre traslado de la solicitud de nulidad 

presentada, por el término de 3 días, a los demás sujetos procesales.  

 
- Solicitud del Ministerio del Interior17  

 
La secretaria general del Ministerio del Interior presentó escrito el 18 de 
septiembre de 2018 mediante el cual solicitó aclaración del auto 
interlocutorio 283-2018, el cual no puede tramitarse por lo siguiente: 
 
1. El Ministerio del Interior no es parte dentro del presente asunto, pues 
no fue demandada en el escrito introductorio, ni se vinculó 
oficiosamente, ni ha solicitado el reconocimiento como coadyuvante 
conforme al artículo 223 del CPACA. 
 
2. El memorial fue suscrito por la secretaria general de la entidad y 
conforme al artículo 159 del CPACA la capacidad para comparecer al 
proceso en representación de una entidad pública recae en el ministro 
del Interior. 
 
3. El escrito de aclaración fue presentado extemporáneamente, pues 
conforme al artículo 285 del CGP, la solicitud de aclaración debe ser 
formulada dentro del término de ejecutoria de la providencia, es decir 3 

                                                           
14 El escrito fue presentado por la Directora General del ITRC Marcela Moncada Barrera, calidad que se comprueba 
en la página web del ITRC http://www.itrc.gov.co/itrc, link Agencia, dirección general, decreto de nombramiento 
(fecha de consulta 27/09/2018). 
15 Artículo 223: «En los procesos que se tramitan con ocasión de pretensiones de simple nulidad, desde la 
admisión de la demanda y hasta en la audiencia inicial, cualquier persona podrá pedir que se le tenga como 
coadyuvante del demandante o del demandado. El coadyuvante podrá independientemente efectuar todos los 
actos procesales permitidos a la parte que ayuda, en cuanto no estén en oposición con los de ésta […]». 
16 Folios 527 a 529 del cuaderno de medidas cautelares. 
17 Folios 557 a 559 ibidem.   

http://www.itrc.gov.co/itrc


días siguientes a la notificación de la misma (inciso 3.° del artículo 302 
del CGP); ahora bien, el auto objeto de aclaración fue notificado por 
estado el 10 de septiembre de 2018,18 la ejecutoria corrió del 11 al 13 
de septiembre de 2018 y la solicitud fue presentada el 18 del mismo 
mes y año. 
 

- Recurso de súplica 

 

Los demás escritos  no referenciados en la presente providencia, debe 

dárseles el trámite de recurso de súplica contemplado en el artículo 

246 del CPACA. 

 

2. De las solicitudes de adición, aclaración y corrección 

 

La aclaración, corrección y adición de las providencias se encuentran 

regulados en los artículos 285, 286 y 287 del Código General del 

Proceso —CGP, aplicables por remisión expresa del artículo 306 del 

CPACA, normativa que señala:  

 

«ARTÍCULO 285. ACLARACIÓN. La sentencia no es revocable ni 
reformable por el juez que la pronunció. Sin embargo, podrá ser 
aclarada, de oficio o a solicitud de parte, cuando contenga 
conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, 
siempre que estén contenidas en la parte resolutiva de la 
sentencia o influyan en ella. 
 
En las mismas circunstancias procederá la aclaración de auto. La 
aclaración procederá de oficio o a petición de parte formulada 
dentro del término de ejecutoria de la providencia. 
 
La providencia que resuelva sobre la aclaración no admite 
recursos, pero dentro de su ejecutoria podrán interponerse los que 
procedan contra la providencia objeto de aclaración. 
 
ARTÍCULO 286. CORRECCIÓN DE ERRORES ARITMÉTICOS Y 
OTROS. Toda providencia en que se haya incurrido en error 
puramente aritmético puede ser corregida por el juez que la dictó 
en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto. 
 
Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto 
se notificará por aviso. 
 
Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de 
error por omisión o cambio de palabras o alteración de estas, 
siempre que estén contenidas en la parte resolutiva o influyan en 
ella. 
 

                                                           
18 Folio 98 reverso ibidem. 



Artículo 287. Adición. Cuando la sentencia omita resolver sobre 
cualquiera de los extremos de la litis o sobre cualquier otro punto 
que de conformidad con la ley debía ser objeto de 
pronunciamiento, deberá adicionarse por medio de sentencia 
complementaria, dentro de la ejecutoria, de oficio o a solicitud de 
parte presentada en la misma oportunidad. 
 
El juez de segunda instancia deberá complementar la sentencia 
del inferior siempre que la parte perjudicada con la omisión haya 
apelado; pero si dejó de resolver la demanda de reconvención o la 
de un proceso acumulado, le devolverá el expediente para que 
dicte sentencia complementaria. 
 
Los autos solo podrán adicionarse de oficio dentro del término de 
su ejecutoria, o a solicitud de parte presentada en el mismo 
término. 
 
Dentro del término de ejecutoria de la providencia que resuelva 
sobre la complementación podrá recurrirse también la providencia 
principal.» 
 

De acuerdo con el contenido de las disposiciones legales transcritas, la 

aclaración de un auto procede de oficio o a petición de parte, dentro 

del término de ejecutoria, cuando los conceptos o frases contenidas en 

la parte resolutiva o que influyen en ella, presentan una redacción 

ininteligible o que generen duda. 

 

La doctrina y la jurisprudencia han manifestado que los conceptos o 

frases que dan lugar al ejercicio de dichos mecanismos no son los que 

surjan de las dudas que las partes aleguen acerca de la oportunidad, 

veracidad o legalidad de las afirmaciones contenidas en la providencia, 

sino aquellos provenientes de la redacción ininteligible, del alcance de 

un concepto o de una frase, en concordancia con la parte resolutiva del 

auto.19 

 

Por su parte, la corrección de un auto procede de oficio o a petición de 

parte, en cualquier tiempo, a efectos de enmendar la decisión judicial 

en la que se haya incurrido en yerros puramente aritméticos o en la 

que se haya omitido, cambiado o alterado palabras que se encuentren 

en la parte resolutiva de la providencia o cuando, no estando allí, 

tengan incidencia en ella.     

 

Finalmente, la adición de un auto procede de oficio o a petición de 

parte, dentro del término de ejecutoria, únicamente cuando se haya 

                                                           
19 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Sentencia del 17 de diciembre de 
2011. Rad. 25000-23-25-000-2004-00764-02 (AP). 
 



omitido la resolución de cualquiera de los extremos de la litis u otro 

punto que debía ser objeto de pronunciamiento. 

 

Quiere decir ello, que esta figura permite que el juez, si omitió 

pronunciarse sobre determinado asunto de la controversia, lo haga a 

través de una providencia complementaria, en la cual debe resolver los 

supuestos que no fueron objeto de análisis y tomar la decisión 

respectiva en cuanto a ellos.  

 

Lo anterior impide al funcionario judicial regresar sobre el debate 

jurídico ya resuelto, y solo le es permitido abordar el análisis de lo que 

faltó estudiar en la providencia y que fue objeto de debate.20 Así las 

cosas, no es posible, luego de proferido el auto, revocarlo ni reformarlo, 

en virtud del principio de seguridad jurídica. 

 

- Caso concreto  

 

Ahora bien, en el caso sub examine el demandante presentó demanda 

de nulidad simple contra la CNSC, por medio del cual pretende la 

declaratoria de nulidad de los acuerdos CNSC-20161000001296 del 

29-07-2016, CNSC-20171000000086 del 01-06-2017 y CNSC-

20171000000096 del 14-06-2017. 

 

Los fundamentos fácticos  y jurídicos son la vulneración del Preámbulo 

y los artículos 29, 125 y 209 de la Constitución Política y el artículo 31 

de la Ley 909 de 2004, por cuanto las entidades: UAE Contaduría 

General de la Nación, Agencia Nacional del Espectro, Ministerio de 

Justicia y del Derecho, Ministerio de Salud y Protección Social, Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, UAE del Servicio Público del 

Empleo, Ministerio del Interior, Fondo Nacional de Estupefacientes,21 

Instituto Nacional de Salud, Unidad Administrativa Especial Agencia del 

Inspector General de Tributos, Rentas y Contribuciones Parafiscales - 

ITRC, Ministerio de Comercio Industria y Turismo, Instituto Nacional de 

Vigilancia de Medicamentos y Alimentos – INVIMA y Comisión 

Nacional del Servicio Civil;22 no firmaron los acuerdos demandados. 

 

Dentro del escrito introductorio, con los mismos fundamentos fácticos y 

jurídicos, el demandante solicitó la suspensión provisional de los actos 

administrativos acusados. 

                                                           
20 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, providencia del 19 de octubre de 2017, radicación 25000-
23-25-000-2008-90121-01(4760-15), actor: Fondo de Previsión Social del Congreso de la República. Y Consejo de 
Estado. Sección Tercera. Radicado 25000232600019990002 04.  
21 Hecho tercero de la demanda, visible a folio 3 del cuaderno de medidas cautelares. 
22 Hecho cuarto de la demanda, visible a folio 3 ibidem. 



 

En consonancia con lo anterior, el Despacho profirió el auto 

interlocutorio O-283-2018 del 6 de septiembre de 2018, dentro del cual 

fijó el siguiente problema jurídico: 

 

«¿Procede la suspensión provisional de la actuación administrativa 
que se encuentra adelantando con ocasión del concurso de méritos 
abierto de algunas entidades del Sector Nación, en virtud de la 
Convocatoria 428 de 2016, por la falta de firma de los representantes 
de las mismas en los acuerdos 20161000001296 del 29 de julio de 
2016, 20171000000086 del 1.° de junio de 2017 y 20171000000096 
del 14 de junio de 2017?» 

 

A renglón seguido se explica que conforme a los planteamientos de la 

demanda se examinría si los actos administrativos demandados se 

expidieron de forma irregular por cuanto solo fueron suscritos por el 

presidente de la Comisión Nacional del Servicio Civil, sin contar con la 

firma de los jefes de las entidades referidas en los hechos 3 y 4 de la 

demanda.  

 

El artículo 229 del CPCA indica que las medidas cautelares buscan 

garantizar el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia. Se 

entiende que el objeto del proceso es la cuestión litigiosa o «thema 

decidendi» el cual se sustenta inicialmente en la demanda que 

contiene las pretensiones, los fundamentos de derecho y de hecho. 

 
Como bien puede observarse el auto que decidió la medida cautelar 
solo está referida a las siguientes entidades: UAE Contaduría General 
de la Nación, Agencia Nacional del Espectro, Ministerio de Justicia y 
del Derecho, Ministerio de Salud y Protección Social, Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, UAE del Servicio Público del Empleo, 
Ministerio del Interior, Fondo Nacional de Estupefacientes, Instituto 
Nacional de Salud, Unidad Administrativa Especial Agencia del 
Inspector General de Tributos, Rentas y Contribuciones Parafiscales - 
ITRC, Ministerio de Comercio Industria y Turismo, Instituto Nacional de 
Vigilancia de Medicamentos y Alimentos – INVIMA y Comisión 
Nacional del Servicio Civil, porque el objeto o thema decidendi de la 
demanda está delimitado respecto del concurso de méritos adelantado 
por estas. 
 
En consecuencia, no es procedente adicionar la suspensión provisional 
decretada en el sentido de incluir al Ministerio de Trabajo, Fondo de 
Previsión Social del Congreso de la República, Unidad Administrativa 
Especial Junta Central de Contadores, DNDA e Instituto de 
Planificación y Promoción de Soluciones Energéticas para las Zonas 
no Interconectadas —IPSE; porque no hacen parte del objeto de 



demanda y se vulneraría los derechos de acción y de defensa de las 
partes. 
 

Asimismo, no procede las solicitudes de extender los efectos de la 
medida cautelar decretada a los actos administrativos proferidos 
después de la lista de elegibles, por cuanto escapa del objeto del 
presente asunto, el cual versa sobre la actuación de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil y no de las demás entidades que fueron 
objeto de la convocatoria 428 de 2016. 
 
Igualmente, es improcedente la petición que se indique la fecha a partir 
de la cual se entendería suspendido el concurso, pues la aclaración de 
providencias no es para esclarecer dudas que las partes aleguen 
acerca de la oportunidad, veracidad o legalidad de las afirmaciones 
contenidas en la providencia. 
 

En cuanto a la solicitud del señor Jorge Alexander Barrero López en el 

sentido que se deje sin efectos el auto del 6 de septiembre de 2018, 

tampoco procede, porque el aparte que transcribe no es la razón 

principal del decreto de la medida cautelar. Se recuerda al coadyuvante 

que la convocatoria 428 incluye 18 entidades, de las cuales 

únicamente se demandó el concurso de 13 entidades; ahora bien, 

dentro de esas 13 entidades se encuentra la CNSC y en ese párrafo 

que cita el coadyuvante se explica la razón jurídica de la improcedencia 

de dicha medida solamente frente al concurso de la CNSC como 

entidad convocada y no en lo referente a las otras entidades 

convocadas, cuyos razonamientos se encuentran en los párrafos 1.° a 

14 del ordinal 4.° de la parte considerativa de la providencia.23 

 

En conclusión, examinados los argumentos expuestos en las 

solicitudes de aclaración, corrección y adición, no se encuadran en los 

supuestos previstos en los artículos 285, 286 y 287 precitados, ya que 

no están encaminados a: esclarecer pasajes oscuros, que sean 

determinantes en el auto de medida cautelar; que el auto presente una 

redacción ininteligible; o que exista algún yerro puramente aritmético o 

de omisión. Por lo contrario, los escritos constituyen una verdadera 

manifestación de inconformidad respecto a los fundamentos y la 

decisión judicial adoptada en la providencia del 6 de septiembre de 

2018.  

 

Así las cosas, los solicitantes no pueden pretender que por medio de la 

aclaración, adición y corrección de una providencia se absuelvan los 

reparos que se tengan sobre la legalidad, oportunidad o veracidad de 

                                                           
23 Folios 96 reverso y 97 anverso y reverso del cuaderno de medidas cautelares. 



las decisiones adoptadas por la Corporación, pues ello conduciría a 

reformar, alterar o modificar lo decidido, lo cual no es procedente por 

medio de estas figuras procesales. 

 

3. Solicitud de modificación de la medida cautelar 

 

La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado solicitó la 

modificación de la medida cautelar, en el sentido de que también se 

suspenda todos los actos administrativos que se hubieran emitido en 

virtud de los acuerdos demandados, incluidos aquellos de contenido 

particular por medio de los cuales se conformaron las listas de 

elegibles. 

 

El levantamiento, modificación y revocatoria de la medida cautelar se 

encuentra regulado en el artículo 235 del CPACA, en el siguiente 

sentido: 

 

«[…] El demandado o el afectado con la medida podrá solicitar el 
levantamiento de la medida cautelar prestando caución a satisfacción 
del Juez o Magistrado Ponente en los casos en que ello sea 
compatible con la naturaleza de la medida, para garantizar la 
reparación de los daños y perjuicios que se llegaren a causar. 
 
La medida cautelar también podrá ser modificada o revocada en 
cualquier estado del proceso, de oficio o a petición de parte, cuando el 
Juez o Magistrado advierta que no se cumplieron los requisitos para 
su otorgamiento o que estos ya no se presentan o fueron superados, o 
que es necesario variarla para que se cumpla, según el caso; en estos 
eventos no se requerirá la caución de que trata el inciso anterior. 
 
La parte a favor de quien se otorga una medida está obligada a 
informar, dentro de los tres (3) días siguientes a su conocimiento, todo 
cambio sustancial que se produzca en las circunstancias que 
permitieron su decreto y que pueda dar lugar a su modificación o 
revocatoria. La omisión del cumplimiento de este deber, cuando la otra 
parte hubiere estado en imposibilidad de conocer dicha modificación, 
será sancionada con las multas o demás medidas que de acuerdo con 
las normas vigentes puede imponer el juez en ejercicio de sus poderes 
correccionales […]» 

 

De lo expuesto puede vislumbrarse que la solicitud de la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, como coadyuvante de la 

parte demandante, tiene sustento en lo contemplado en el inciso 2.° 

ibidem; por lo tanto, para la modificación de la medida cautelar debe 

acreditarse cualquiera de los siguientes supuestos:  

 



I) Falta de cumplimiento de los requisitos para conceder la medida 

cautelar.  

 

II) Inexistencia de los hechos que justificaron el decreto de la 

medida cautelar. 

 

III) Superación de los hechos que justificaron el decreto de la 

medida cautelar. 

 

IV) Necesidad de variar la orden de cautela dada, con el fin de 

facilitar su cumplimiento.24 

 

De acuerdo a lo expuesto, la solicitud de modificación de la medida 

cautelar es improcedente, porque no se acreditó el cumplimiento de 

alguno de los requisitos expuestos y la solicitud de incluir en la medida 

cautelar los actos administrativos de contenido particular, escapa del 

objeto del presente asunto, que se adelanta en el medio de control de 

nulidad simple, pues ello conllevaría a un desconocimiento del principio 

de congruencia. 

 

En consecuencia, se denegará la solicitud de modificación de la 

medida cautelar presentada por la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado. 

 

En mérito de lo expuesto, se 

 

RESUELVE 

 

Primero: Negar las solicitudes de aclaración, adición y corrección, por 

lo anteriormente expuesto.  

 

Segundo: Negar la solicitud de modificación de la medida cautelar 

presentada por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

 

Tercero: Correr traslado de la solicitud de nulidad presentada por el 

señor Jorge Alexander Barrero López, por el término de 3 días, a los 

demás sujetos procesales.  

 

Cuarto: RECONOCER la calidad de coadyuvantes de la parte 

demandante a la Dirección Nacional de Derecho de Autor —DNDA, 

                                                           
24 Ver providencia del Consejo de Estado, Sección Cuarta, del 11 de agosto de 2015, radicación 11001-03-26-000-
2014-00054-00(21025), demandante Helber Adolfo Castaño y otros. 
 



Raúl Fernando Rueda Castillo, Myriam Janeth Perdomo Castellanos, 

Nubia Esperanza Morales Díaz, Ana Larissa Niño Collantes, Sebastián 

Salazar Salazar, Luís Enrique Cortés Callejas, Juan Carlos Alvarado 

Robayo, Martha Stella López, Jimmy Leonardo Caballero Herrera, 

Fernando Duque Echeverry, Jairo Vargas Rodríguez, Diego Alberto 

Viracacha Ávila, Fondo de Previsión Social del Congreso de la 

República, Ministerio de Salud y Protección Social, Álvaro Alexander 

Mossos Jiménez, Camilo Andrés Triana Estepa, Sandra Jineth Villegas 

Pérez, Mauricio Molina Valdés, Gloria Matilde Parga Cerón, Angélica 

María Bohorquez Romero, Ruth Adriana Navas Contreras, Oscar 

Javier Mora Cano, Angelina Toloza Pabón, Hernán David Iguarán Daza 

y Yenny Patricia Rengifo y Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado. 

 

Quinto: RECONOCER la calidad de coadyuvantes de la parte 

demandada a Pedro Guillermo Roa Pinzón, Ministerio de Justicia y del 

Derecho, Ángela Lucila Barrios Díaz, Martha Soledad Díaz Ocampo, 

Guillermo Alfonso Maldonado Sierra, Jorge Enrique Durán Sánchez, 

María Olga Arévalo Reina, Saúl Fernando Páez Páez, Bibiana Marcela 

Castellanos González, Luís Alfonso Pintor Ospina, Jorge Alexander 

Barrero López, Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 

Alimentos —INVIMA, Estefanía del Pilar Arévalo Perdomo, Katherine 

Majey Matallana, José David Benavides Ospina, Leonor Cristina Cañón 

Uribe, Pedro Enrique Ducuara Mora, Fernando López Díaz, Yenny 

Zulima Vásquez Alejo, Claudia Becerra Ríos, Marisol Cuellar Campos, 

Leonel David Osorio Mendoza, Graciela Alvarado Wilches, Karla Mabel 

Cárdenas Lizarazo, Sonia Gabriela Romero Camacho, Sandra Misnaza 

Castrillón, María Nathalia Muñoz, Luís Carlos Gómez Ortega, Luís 

Hernando Nieto Enciso, Karol Patricia Cotes, Miguel Acosta 

Montenegro, María Angélica Salinas, Yuly Andrea Gamboa, Juan 

Rubiano Fernández, Yenny Milena Quiroga Castro, Jenny Carolina 

Peralta, Greace Alejandra Ávila, Daniela Salas Botero, Claudia Clavijo, 

Diana Marcela Walteros, Sonia Rocío Castillo Vargas, Diana Díaz 

Jiménez, Gina Vargas, Alexander Mestre, Franky Alexy Ortiz Peña, 

Liliana Socha, Paola Moreno Escrucería, Sandra Patricia Osorio Abello, 

Vivian Andrea Gracia, Fredy Alexander Revelo Barragán, Diana 

Marcela Barahona Coronado, Gladys Alexandra Jácome Ferreira, 

Marcelo Nieto Ramírez, Wilson René Riaño Niño y Unidad 

Administrativa Especial Agencia del Inspector General de Tributos, 

Rentas y Contribuciones Parafiscales – ITRC. 

 

Sexto: Se reconoce personería al abogado Rogelio Andrés Giraldo 

González, identificado con cédula de ciudadanía 16.073.8175 y tarjeta 



profesional 158.644 del Consejo Superior de la Judicatura, como 

apoderado del Fondo de Previsión Social del Congreso de la 

República, en los términos y  para los efectos del poder conferido, 

obrante a folio 224 del cuaderno de medidas cautelares. 

 

Séptimo: Se reconoce personería al abogado Rafael Antonio Jurado 

Garavito, identificado con cédula de ciudadanía 79.429.525 y tarjeta 

profesional 135.220 del Consejo Superior de la Judicatura, como 

apoderado del señor Luís Alfonso Pintor Ospina, en los términos y  

para los efectos del poder conferido, obrante a folio 316 del cuaderno 

de medidas cautelares. 

 

Octavo: Se reconoce personería a la abogada Luz Dary Moreno 

Rodríguez, identificada con cédula de ciudadanía 53.089.041 y tarjeta 

profesional 168.635 del Consejo Superior de la Judicatura, como 

apoderada del Ministerio de Salud y Protección Social, en los términos 

y  para los efectos del poder conferido, obrante a folio 380 del 

cuaderno de medidas cautelares. 

 

Noveno: Se reconoce personería a la abogada Dagsi Yanette Horta 

Hernández, identificada con cédula de ciudadanía 51.996.506 y tarjeta 

profesional 291.457 del Consejo Superior de la Judicatura, como 

apoderada de los señores Álvaro Alexander Mossos Jiménez, Camilo 

Andrés Triana Estepa, Sandra Jineth Villegas Pérez, Mauricio Molina 

Valdés, Gloria Matilde Parga Cerón, Angélica María Bohorquez 

Romero, Ruth Adriana Navas Contreras, Oscar Javier Mora Cano, 

Angelina Toloza Pabón, Hernán David Iguarán Daza y Yenny Patricia 

Rengifo Pinzón en los términos y para los efectos de los poderes 

conferidos, obrantes de folios 395 a 405 del cuaderno de medidas 

cautelares. 

 

Décimo: Por Secretaría déjese constancia en el cuaderno principal de 

lo decidido en los ordinales cuarto a noveno da la parte resolutiva de 

esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ  

Consejero de Estado  

 



 


